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La acción de tutela, es el mecanismo constitucional establecido en el ordenamiento 
jurídico colombiano tendiente a la protección efectiva de los derechos fundamentales, 
cuya procedencia se caracteriza por ser excepcional y subsidiaria, lo que se traduce que 
ante la existencia de otros mecanismos jurídicos no resulta viable impetrar la acción o que 
se conceda el amparo constitucional, partiendo de lo cual, se tiene como concepción 
general, que no puede interponerse contra providencias judiciales y menos aun cuando 
éstas han quedado ejecutoriadas, comoquiera que se entiende que en el trámite de un 
proceso las partes han tenido a su alcance los recursos establecidos por el Estatuto 
Procesal para ejercer de manera activa su derecho de defensa; no obstante, de manera 
excepcional se han establecido, específicamente, por la Corte Constitucional, los 
supuestos en que la acción de tutela proceden contra las providencias ejecutoriadas.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, es importante establecer el grado de procedencia de las 
acciones de tutela contra las decisiones judiciales ejecutoriadas, para poder establecer que 
tanto han incidido en la protección de los derechos fundamentales y específicamente en 
las denominadas vías de hecho, las decisiones adoptadas en esos casos, siendo de 
relevancia manifiesta, para efectos de determinar con claridad, cuales son los supuestos 
fácticos y jurídicos que permiten atacar una sentencia judicial ejecutoriada, mediante la 
acción de tutela.  
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2. FUNDAMENTACION DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
Con la aparición de la Constitución Política de Colombia del año 1991, se creó la 
figura de la acción de tutela, como mecanismo efectivo de defensa de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos que los estimasen vulnerados, bien por particulares o 
bien por el Estado a través de sus funcionarios y en sus diferentes acepciones.  Siendo un 
medio expedito, rápido y eficaz de frente a la lentitud de nuestro sistema jurídico. 
 
El concepto de ese mecanismo estatuido inicialmente en el artículo 86 de la citada 
normativa a través del tiempo se ha ido fortaleciendo, gracias al arraigo adquirido por su 
grado de eficacia como instrumento de defensa ante la constante amenaza de esos 
derechos. 
 
Uno de los sectores en los que se ha visto su uso frecuente de herramienta es frente 
a las decisiones de los diferentes operadores jurídicos y ante las decisiones que profieren 
en los casos puestos a su consideración, a veces en el curso del proceso o frente a la 
decisión de fondo el asunto. En un principio  no existió un criterio unificado en las Altas 
Cortes, sobre la posibilidad de interponer estas acciones contra sentencias, lográndose 
esto,  después de varios lustros de debates, diferentes jurisprudencias como lo evidencian  
C 543 de 1992 MP: José Gregorio Hernández,  T 460 de 1992  MP: José Gregorio 
Hernández, C 590 de 2005  MP: Jaime Córdoba Triviño,  T 885 DE 2012 MP: Clara Inés 
Vargas y T 688 DE 2013 MP: Eduardo Montealegre Lynett. 
 
2.1 Pregunta de Investigación  
 
Bajo estos postulados, el desarrollo de la investigación gira en torno a la siguiente 
pregunta general: ¿Cuáles son los supuestos fácticos y jurídicos de procedencia de las 
acciones de tutela contra las sentencias judiciales ejecutoriadas, de conformidad con la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional en los años 2013 a 2015?. 
 
 







Las acciones de tutela son procedentes contras las sentencias ejecutoriadas, siempre y 




Bajo ninguna circunstancia, es procedente la acción de tutela contra las providencias 


























La acción de tutela se consagró en el ordenamiento jurídico en el artículo 86 de la Carta 
Política de Colombia, como un mecanismo expedito y eficaz, tendiente a lograr la tutela 
efectiva de los derechos fundamentales que resulten vulnerados por la acción u omisión 
de las autoridades o de los particulares, siendo una de sus características principales ser 
subsidiara, lo que se traduce que ante la existencia de otros mecanismos judiciales no es 
procedente impetrarla.  
 
Ahora bien, de manera excepcional, la Corte Constitucional, ha establecido los supuestos 
fácticos y jurídicos de procedencia de la acción tutela contra las sentencia ejecutoriadas, 
que se hace necesario unificar, con el fin de establecer de manera fehaciente cuáles son 
las causales que se pueden invocar para que se abra paso este mecanismo constitucional 
con una decisión favorable, que incluso pueda dejar sin efectos una sentencia en firme, 
situación que se pretende analizar en el presente trabajo, en aras de dar claridad al tema, 
dada la evolución que se ha presentado en el mismo desde 1992, pero en aras de 











a.  Objetivo General  
 
 Determinar los supuestos fácticos y jurídicos de procedencia de las acciones de 
tutela contra las sentencias judiciales ejecutoriadas, de conformidad con la 
jurisprudencia constitucional en los años 2013 a 2015. 
 
b. Objetivos específicos 
 
 Establecer el alcance y naturaleza de la acción de tutela.  
 
 Analizar en el derecho comparado, la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales.  
 
 Identificar los supuestos facticos y jurídicos de procedencia de la acción de tutela 
contra providencias judiciales ejecutoriadas, conforme la Corte Constitucional en 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1. ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE INVESTIGACIÓN 
 
Al realizar la indagación previa sobre estudios, investigaciones y publicaciones 
sobre el tema objeto de estudio, se encontraron las siguientes: 
 
Almagro Nosete, José; “Justicia Constitucional, (1989)  2ª ed., Tirant Lo Blanch, 
Valencia, pp. 261 y ss. Entre nosotros cfr. Nogueira Alcalá, Humberto; La Sentencia 
Constitucional en Chile: Aspectos Fundamentales sobre su Fuerza Vinculante, en 
Estudios Constitucionales Nº 1/2006, pp. 102-103. Se lee: “Para una crítica profunda a 
esta pretendida automaticidad con que operarían (específicamente) los efectos inherentes 
al modelo de anulabilidad –en la perspectiva del derecho constitucional italiano– cfr. 
Martín de la Vega, Augusto; “La Sentencia Constitucional en Italia”, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Madrid, 2003, pp. 332 y ss.”1 
 
Fernández González, Miguel Angel, La Sentencia del Tribunal Constitucional, su 
Eventual Carácter Vinculante y la Inserción en las Fuentes del Derecho, en Estudios 
Constitucionales Nº1/2006, p. 132. 
 
“Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, 
sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los 
errores de hecho en que hubiere incurrido. “Las disposiciones que el Tribunal 
declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con 
fuerza de ley de que se trate”. “En el caso del Nº 16º del artículo 93, el decreto 
supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la 
sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. No obstante, el precepto declarado 
inconstitucional en conformidad a lo dispuesto en los numerales 2, 4 ó 7 del artículo 
93, se entenderá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia 
que acoja el reclamo, la que no producirá efecto retroactivo”. “Las sentencias que 
declaren la inconstitucionalidad de todo o parte de una ley, de un decreto con fuerza 
de ley, de un decreto supremo o auto acordado, en su caso, se publicarán en el 
Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación””. 
 




QUINCHE Ramírez, Manuel Fernando (2012) VÍAS DE HECHO: ACCIÓN DE 
TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS”. Con autoría de 7ª Edición, de la Pontificia 
Universidad Javeriana, Bogotá. 
 
Este libro trabaja el tema de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, 
que es el asunto más polémico del sistema colombiano. El lector encontrará aquí el 
desarrollo de tres dimensiones dogmáticas de la figura: la dimensión analítica, 
presente en la determinación de los conceptos fundamentales de la vía de hecho, sus 
características, su clasificación y la determinación del lugar que ocupa en la 
estructura del sistema constitucional colombiano; la dimensión empírica, que 
dispone el comportamiento real de la tutela contra sentencias, desde las violaciones 
concretas de los derechos fundamentales, efectuadas por los fiscales, jueces y 
magistrados en Colombia, y la dimensión normativa, que permite el balance de la 
práctica jurisprudencial, desde la consideración de las soluciones argumentalmente 
consistentes ofrecidas por la justicia constitucional. En lo descriptivo, la obra 
reconstruye quince años de evolución jurisprudencial de la figura, desarrolla cada 
una de las causales genéricas de procedibilidad de la tutela contra sentencias y hace 
el balance analítico de lo que impropiamente ha sido denominado como el “choque 
de trenes”. (Quinche, 2012). 
 
HERNÁNDEZ Yunis Juan Sebastián (2013). INEXEQUIBILIDAD EN EL 
TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA: Sobre algunas 
imprecisiones en la Jurisprudencia de la Corte Constitucional. Universidad Santo Tomas 
– Tunja. En la parte inicial de este artículo se puede apreciar: 
 
“El artículo aborda las relaciones entre caducidad e inmediatez en el caso de la 
acción de tutela contra sentencias judiciales. Se pretende demostrar que la Corte 
Constitucional, a través de sus pronunciamientos cometió un error al declarar 
inexequible el término de caducidad para presentar la acción de tutela contra 
providencias judiciales, y que al darse cuenta de ello pretendió revivir dicho término 
bajo el nombre de la inmediatez”. (Hernández, 2013).  
 
                                                                                                                                                                             
1 Almagro Nosete, José; “Justicia Constitucional, (1989)  2ª ed., Tirant Lo Blanch, Valencia, pp. 261 y ss 
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Sobre el tema en particular y objeto de la investigación, después de analizados 
algunos de los documentos relacionados anteriormente, y que contengan aportes 
importantes sobre las acciones de tutela contra las sentencias ejecutoriadas, se encontró 
como primera medida la investigación presentada como tesis de grado con el título: “LA 
EXCEPCIONAL ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES Y 
LA CORTE CONSTITUCIONAL COMO SUJETO PASIVO DE LA MISMA CASO 
CONCRETO” presentada por Santiago Gabriel Barrera Molina en la Universidad Colegio 
Mayor de Nuestra Señora del Rosario, de Bogotá D.C en la Facultad de Jurisprudencia, 
del año 2010. En su contenido introductorio se puede leer textualmente:  
“Para poder llegar a la procedencia misma de la acción de tutela contra la Corte 
Constitucional, hay que revisar e interpretar el desarrollo jurisprudencial desde el 
nacimiento mismo de la institución de la Tutela contra una autoridad judicial hasta 
hoy. En realidad, han sido varios los escenarios en donde la Corte en sede de 
Revisión ha establecido precedentes de amparo contra providencias judiciales. A su 
vez también hay que revisar, aunque son pocas, las acciones de Tutela que ha 
seleccionado el Alto Tribunal Constitucional de amparos deprecados en su contra, 
en sede de revisión”. (Barrera Molina, 2010. Tesis Pregrado. UniRosario Pág.6) 
 
De acuerdo con lo anterior, menciona el investigador y abogado, (Barrera M. 2010) 
que como lo demuestra en el estudio realizado, la Corte no ha fijado un lineamiento 
respecto de la procedencia de la acción de tutela en su contra, y a la fecha, no hay acción 
que haya prosperado en su contra en sede de revisión. Además demuestra que en el caso 
particular, cuando se inició el estudio de anteriores acciones de tutela impetradas en 
contra de ese Alto Tribunal, lo cierto es que únicamente lo que se discutía era la 
procedencia de la acción por la vulneración al Derecho de Petición cuando el ciudadano 
reclamaba el por qué no se seleccionaba su acción y el Alto Tribunal se escudaba en su 
poder discrecional, declarando la improcedencia de la acción contra sentencias 
ejecutoriadas y que gozaran de cosa juzgada material proferidas por sus respectivas salas. 
 
Ya para finalizar en el estudio del estado del arte con respecto al tema de las 
“Acciones de Tutela contra sentencias ejecutoriadas”, se encuentra “TUTELA CONTRA 
SENTENCIAS, UN CAMBIO EN EL PARADIGMA JURÍDICO COLOMBIANO”, con 
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autoría de Juan Esteban Oliver Ortiz Estudiante Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, 
en su tesis de grado para la Universidad de Antioquia, el cual expresa en su resumen: 
 
“La organización del Estado colombiano así como la historia de su pensamiento 
jurídico corresponden, sin lugar a dudas, a la influencia legalista liberal francesa; de 
suerte que aún hoy, y a pesar del viraje que representó la Constitución Política de 
1991 y la reorganización jurídica, social y política que trajo consigo, el apego por la 
norma y el “leguleyismo” desbordado como característica atávica que se resiste al 
cambio. En este sentido, la implementación de las herramientas constitucionales que 
pretenden posibilitar el cumplimiento efectivo de los objetivos trazados por la Carta 
Política del ’91 se contrapone a la rígida lógica que como se expuso en un principio, 
aún permea el pensamiento jurídico colombiano. El ejemplo más evidente dentro de 
esta tendencia es el que se configura en la utilización de la acción de tutela como 
mecanismo de rectificación de las sentencias judiciales, y alrededor de ésta, la 
disputa entre las altas Cortes por la supremacía de sus decisiones, poniendo en 
peligro, según algunos, la institución de la cosa juzgada formal.” (Oliver Ortiz 2012, 
tesis de grado Universidad de Antioquia. Pág.2) 
 
Al analizar el texto2, se puede observar que en él, se pretende exponer brevemente 
un recorrido histórico, así como los argumentos jurídicos que se han construido alrededor 
de este controvertido tópico, que en últimas representa el cambio estructural que implantó 
el constituyente primario en la redacción de la Carta Política de 1991, la primacía de la 
justicia material sobre la justicia formal. 
 
6.2. MARCO TEÓRICO 
 
Para el análisis del tema planteado se debe partir de los diferentes criterios que han 
tenido las Altas Cortes, donde inicialmente la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de 
Estado, como órganos de cierre consideraban que eran improcedentes las acciones  
contras las sentencias ejecutorias. 
 
                                                          
2 OLIVER Ortiz Juan Esteban (20129. “TUTELA CONTRA SENTENCIAS, UN CAMBIO EN EL PARADIGMA 
JURÍDICO COLOMBIANO”,  Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, en su tesis de grado para la 
Universidad de Antioquia. Tesis de grado. Medellín. Colombia. 
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Este criterio en un principio se mantuvo en la Corte Constitucional pero con el 
avance de la jurisprudencia se ha venido evidenciando que si es procedente en 
excepcionalísimos casos y partiendo del análisis de causales generales y especiales de 
procedencia. Lo que ha generado el “choque de trenes”. 
 
6.3. MARCO JURÍDICO 
 
Constitucional Política, artículos 29, referente al derecho de defensa y debido proceso y el 
artículo 86 que tipifica la acción de tutela.  
Artículo 29 
El Art. 346 del Código de Procedimiento Civil, retomó el Art. 364 del Código Judicial 
bajo el nombre de perención del proceso. 
Art. 364 de la ley 105 de 1931 (anterior Código Judicial). 
Decreto 2591 de 1991 que establecía la procedencia de la acción de tutela contra 
sentencias o providencias judiciales. 
Artículos 8º y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece la 
obligación de los Estados de adoptar mecanismos adecuados para la defensa de los 
derechos fundamentales.  
 
6.4. MARCO CONCEPTUAL 
 
Con respecto al tema de la procedencia de la acción de tutela contra providencias 
ejecutoriadas, es necesario establecer términos como garantía de seguridad jurídica, 
principio que solo se aplica en los Estados de Derecho, es decir, en aquellos en los que el 
individuo, la sociedad y el Estado tienen fijadas unas reglas claras y precisas que regulan 
el comportamiento de cada persona y de cada institución con el fin de hacer realidad los 
derechos fundamentales y garantizar la convivencia pacífica. 
 
De igual manera, la idea de certeza práctica del Derecho, que se garantiza cuando 
los habitantes conocen previamente lo que les está prohibido, las sanciones que pueden 
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recibir por violar las leyes y saben la ruta que deben seguir para demandar la protección 
de sus derechos y las autoridades conocen y aplican los protocolos que les fijan las leyes 
para garantizar los derechos de las personas. 
 
Del mismo modo debe hacerse mención a la caducidad que consiste en que la ley 
determine ciertos plazos para intentar en algunos procesos (MORALES MOLINA, 1973). 
Es el caso del que se fija para ejercer la acción pública contra los actos a que se refiere el 
artículo 3796 de la Constitución. 
 
Con respecto a la preclusión el Doctor HERNANDO DEVIS ECHANDIA (1984, 
P.37): 
 
“Tiende a buscar orden, claridad y rapidez en la marcha del proceso…Se entiende 
por tal la división del proceso en una serie de momentos o periodos fundamentales, 
que algunos han calificado de compartimientos o estancos, en los cuales se reparte 
el ejercicio de la actividad de las partes y del juez de manera que determinados actos 
deben corresponder a determinado periodo, fuera del cual no pueden ser ejercitados 
y si se ejecutan no tienen valor…” 
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7. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
La investigación sobre “LAS ACCIONES DE TUTELA CONTRA LAS 
SENTENCIAS EJECUTORIADAS” es de tipo Analítico – descriptivo, documental: 
Descriptiva por cuanto busca recoger la posición jurisprudencial asumida por la Corte 
Constitucional a través de sus fallos, con respecto a la procedibilidad de la acción de 
tutela contra sentencias ejecutoriadas así como la caducidad e inmediatez con respecto a 
la interposición de la misma. Analítica: Ya que va más allá de la simple lectura de 
sentencias, debido a que las mismas tan solo son la base para dar clara aplicación a la 
metodología aplicada a los juzgados de la ciudad de Pereira. 
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8. DESARROLLO TEMÁTICO 
 
CAPITULO I: NATURALEZA Y ALCANCE DE LAS ACCIONES DE TUTELA 
EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
 
A lo largo de la historia, el hombre se ha confrontado con sus semejantes para 
defender sus intereses personales, que en algunos casos son permeados por 
organizaciones donde el despotismo y la anarquía son sus enemigos permanentes dejando 
claro que la sola incorporación de sus derechos en la Carta constitucional, no ha sido 
suficiente para garantizar su funcionamiento eficaz. La Constitución Nacional de 1.991 
consagró a Colombia en un Estado Social de Derecho, donde el individuo fuera el 
epicentro de la actividad social, cultural, económica y política. También aporto derechos 
colectivos, el respeto por la diferencia, una democracia participativa, unos órganos 
autónomos e independientes, y entre estos cambios la adopción de la  Acción de Tutela 
para la protección, en un principio solamente de los derechos fundamentales, y luego 
extendida a todos aquellos derechos vulnerables o violados, que estuviesen en conexión 
directa con los derechos de primera generación; siendo factible una investigación 
encaminada a revisar aquellas fuentes, luego de 19 años, es tan debatido y cuestionado 
por tantos, con el fin de obtener medios de protección a los derechos humanos. 
 
El bloque de constitucionalidad se refiere a aquellas normas y principios que, sin 
aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como 
parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido 
normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la 
propia Constitución.3, también es un término que comenzó a utilizar la Corte 
Constitucional colombiana sólo a partir de 1995 pero que como concepto se venía 
aplicando desde años anteriores, utilizando los valores y principios en el texto 
                                                          
3 Sentencia C-225-95 MP: Alejandro Martínez Caballero. Posición reiterada en sentencia C-578-95 MP: 
Eduardo Cifuentes Muñoz,  Sentencia C-358-97 MP: Eduardo Cifuentes Muñoz y en Sentencia C-191-98 
MP: Eduardo Cifuentes Muño 
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constitucional para asegurar la permanencia y obligatoriedad del contenido material del 
mismo.4 
 
La acción de tutela es la garantía que ofrece la Constitución de 1991 del derecho 
qué tienen todas las personas a la protección judicial inmediata de sus derechos 
fundamentales. Esto está expresado en el Articulo 86 de la Constitución: "Toda persona 
tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante 
un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que 
estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
publica".5 De esta manera, a partir del año  1995 la  Corte ha ido moldeando su 
jurisprudencia para legitimar el valor  de  ciertas normas y principios supranacionales que 
se encuentran incorporados en  la Carta y que por lo tanto son parámetros del control de 
constitucionalidad así como parámetros vinculantes de interpretación de los derechos y 
deberes protegidos por la norma suprema. 
 
La acción de tutela es resuelta por el juez encargado del lugar donde ocurren u 
ocurrieron los hechos o acciones que pusieron en peligro o violaron el derecho 
fundamental. El Defensor del pueblo y las personas que por él fueron delegadas 
(defensores regionales, personeros) también pueden interponer acciones de tutela, ello 
debido a que las personas tienen derecho a solicitar acciones de tutela por medio de un 
representante. 
 
La acción de tutela es: 
 
                                                          
4 Sentencia C-574-92 MP: Ciro Angarita Barón. “Los valores y principios incluidos en el texto constitucional 
cumplen la función de asegurar la permanencia y obligatoriedad del contenido material de la 
Constitución. 
Aquí se refleja la voluntad constituyente de hacer obligatorio el respeto de principios considerado 
5 Constitución Política de Colombia. De 1991. Editorial Panamericana Bogotá. 2001. Pag 82. 
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Subsidiaria: O sea que sólo es aplicable cuando no existe otro medio de defensa 
judicial. 
Inmediata: Su propósito es entregar una respuesta rápida a la protección que se 
solicita. 
Sencilla: No tiene ninguna dificultad para su aplicación. 
Específica: Es única para la protección de los derechos fundamentales. 
Eficaz: Exige que el juez estudie a fondo el caso antes de dar un veredicto. 
Según lo anterior, la acción de tutela puede aplicarse cuando se amenaza un derecho 
fundamental, bien sea por parte de una autoridad pública o por parte de particulares. 
Además, la acción de tutela puede utilizarse como un mecanismo transitorio para evitar 
un daño irremediable sobre las personas. 
 
La lectura de la Corte Constitucional del inciso primero del artículo 93 de la 
Constitución como el dispositivo integrador de las normas supranacionales en el bloque 
de constitucionalidad estableció la necesidad de dos supuestos para que se diera la 
integración de las normas en el bloque: 
 
1. El reconocimiento de un derecho humano; y 
2. Que se trate de un derecho cuya limitación se prohíba durante los estados de 
excepción.6 
 
                                                          
6 Sentencia C-295-93 MP: Carlos Gaviria Díaz: 
Ahora bien, conviene precisar el alcance y significado del artículo 93 constitucional en el sentido de 
señalar que éste no se refiere a todos los derechos humanos consagrados en los tratados y convenios 
internacionales en sí mismos y de por sí, sino a éstos cuando tales instrumentos internacionales «prohíben 
su limitación en los estados de excepción», es decir, que para que tenga lugar la prevalencia o 
superioridad de los tratados y convenios internacionales en el orden interno, es necesario que se den los 
dos supuestos a la vez, de una parte, el reconocimiento de un derecho humano, y de la otra que sea de 
aquellos cuya limitación se prohíba durante los estados de excepción. Así las cosas, el artículo 93 de la ley 
fundamental debe ser necesariamente interpretado en relación con el artículo 214-2 ibidem, que prohíbe 
la suspensión de los derechos humanos y libertades fundamentales durante los estados de excepción. En 
este orden de ideas los derechos humanos,  para los fines y propósitos del artículo constitucional en 
estudio, son aquellos rigurosamente esenciales para el individuo, valga citar a título de ejemplo, el 
derecho a la vida, a la integridad personal, a no ser esclavizado, torturado, desterrado, desaparecido 
forzosamente, el derecho a la libertad personal, etc. Posición reiterada en la Sentencia C-225-95 MP: 
Alejandro Martínez Caballero. 
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Los derechos que se consideran intangibles, inclusive en estados de excepción, son:  
el derecho a la vida y a la integridad personal; el derecho a no ser sometido a desaparición 
forzada, a torturas, ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; el derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica; la prohibición de la esclavitud, la 
servidumbre y la trata de seres humanos; la prohibición de las penas de destierro, prisión 
perpetua y confiscación; la libertad de conciencia; la libertad de religión; el principio de 
legalidad, de favorabilidad y de irretroactividad de la ley penal; el derecho a elegir y ser 
elegido; el derecho a contraer matrimonio y a la protección de la familia; los derechos del 
niño, a la protección por parte de su familia, de la sociedad y del Estado; el derecho a no 
ser condenado a prisión por deudas civiles; el derecho al Habeas Corpus y el derecho d e 
los colombianos por nacimiento a no ser extraditados. Tampoco pueden ser suspendidas 
las garantías judiciales indispensables para la protección de los derechos. 
 
La naturaleza jurídica de un acto realizado por una autoridad judicial o 
administrativa, no se define en el derecho moderno conforme al criterio organicista, según 
el cual, el acto será judicial o administrativo, dependiendo de la autoridad que lo profiera. 
Hoy, como se sabe, ese criterio se halla ampliamente superado por la doctrina, pues las 
autoridades judiciales pueden expedir o realizar actos administrativos, que son tales, 
aunque quien los dicte pertenezca funcionalmente a la Rama Judicial; y, del mismo 
modo, puede suceder, como en efecto ocurre, que la Rama Legislativa del Poder Público 
lleve a cabo actos de naturaleza administrativa, como en todas las decisiones que se 
refieren a su propia organización interna, así como, en casos excepcionales, pueden 
realizar, aún, actos judiciales; y, de idéntica manera, funcionarios de la Rama Ejecutiva 
pueden, cuando se encuentran autorizados para ello por la Constitución, realizar o llevar a 
cabo actos que por su naturaleza sean de contenido legislativo o jurisdiccional. 
 
Desarrollo jurisprudencial de la acción de tutela como mecanismo 
constitucional dirigido a la protección de los derechos fundamentales7 
 
                                                          
7 CORTE CONSTITUCIONAL, Boletín Jurisprudencial No. 6. 
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La acción de tutela es una institución que consagró la Constitución de 1991 para 
proteger los derechos fundamentales de las personas, de lesiones o amenazas de 
vulneración por parte de una autoridad pública y, bajo ciertos supuestos, por parte de un 
particular. Se trata de un procedimiento judicial específico, autónomo, directo y sumario, 
que en ningún caso puede sustituir los procesos judiciales que establece la ley; en ese 
sentido la acción de tutela no es una institución procesal alternativa ni supletiva. 
 
Criterios para determinar los derechos constitucionales fundamentales8 
 
Con el fin de establecer los derechos tutelables de que trata el artículo 86 de la 
Constitución, se utilizará dos tipos de criterios que no son concurrentes: los criterios 




Los criterios principales para determinar los derechos constitucionales 
fundamentales son dos: la persona humana y el reconocimiento expreso. El primero 
contiene una base material y el segundo una formal. 
 
Los derechos esenciales de la persona 
 
El primer y más importante criterio para determinar los derechos constitucionales 
fundamentales por parte del Juez de Tutela consiste en establecer si se trata, o no, de un 
derecho esencial de la persona humana. El sujeto, razón y fin de la Constitución de 1991 
es la persona humana. No es pues el individuo en abstracto, aisladamente considerado, 
sino precisamente el ser humano en su dimensión social, visto en la tensión individuo-
comunidad, la razón última de la nueva Carta Política. 
 
                                                          
8 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-002/92. 
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Los derechos constitucionales fundamentales no deben ser analizados aisladamente, 
sino a través de todo el sistema de derechos que tiene como sujeto a la persona. Es a partir 
del ser humano, su dignidad, su personalidad jurídica y su desarrollo (artículos 14 y 16 de 
la Constitución), que adquieren sentido los derechos, garantías y los deberes, la 
organización y funcionamiento de las ramas y poderes públicos. 
 
Los valores y principios materiales de la persona, reconocidos por la Constitución, 
están inspirados en el primer inciso del Preámbulo de la Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre, aprobada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 10 de diciembre de 1948, que dice: "Considerando que la libertad, la justicia y 
la paz en el mundo tiene por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana;". 
 
Y en otro considerando afirma que: "Los pueblos de las Naciones Unidas han 
reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y 
el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres;"1. 
 
Los valores y principios materiales de la dignidad, la personalidad jurídica y su libre 
desarrollo, así como los criterios de la esencialidad, la inherencia y la inalienabilidad, son 
atributos propios de la persona, reconocidos en la Constitución, así: 
 
El Preámbulo de la Carta contiene los valores de la vida, la convivencia, el trabajo, 
la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz; y en el cuerpo de la 
Constitución figuran además la moral social, la riqueza natural y el pluralismo expresado 
en la diversidad política, étnica y cultural. En los artículos 1o. y 2o. de la Constitución se 
establece así mismo que Colombia es un Estado social de derecho, fundado en el respeto 
de la dignidad humana; y dentro de sus fines esenciales está el garantizar la efectividad de 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 
                                                          
1 CONSEJERÍA PARA EL DESARROLLO DE LA CONSTITUCIÓN Los Derechos Constitucionales.. Fuentes 
Internacionales para su interpretación.. Presidencia de la República 1992 Pág. 714 
 




En este sentido, con el fin de verificar si un derecho constitucional fundamental se 
deriva del concepto de derecho esencial de la persona humana, el Juez de Tutela debe 
investigar racionalmente a partir de los artículos 5o. y 94 de la Constitución, como se 
procede a continuación. Ambos artículos se interpretan a la luz de la Convención 
Americana de los Derechos del Hombre (norma interpretativa constitucional según el 
artículo 93 de la Carta). En efecto, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
"Pacto de San José de Costa Rica", fue aprobada por Colombia mediante la Ley 16 de 
1972, ratificado el 31 de julio de 1973 y entró en vigencia el 18 de julio de 1975. Ella es 
por tanto una norma jurídica vinculante en el derecho interno. Allí se encuentra la idea de 
que son los atributos de la persona humana lo determinante para establecer la esencialidad 
de un derecho, cuando en el Preámbulo se dice: "Reconociendo que los derechos 
esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino 
que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual 
justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o 
complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos"2 
(subrayas fuera del texto). 
 
Entonces, se pregunta, Qué es inalienable, inherente y esencial? 
 
Podría responderse que inalienable es: "que no se puede enajenar, ceder ni 
transferir"9; inherente: "que constituye un modo de ser intrínseco a este sujeto"; y 
esencial: "aquello por lo que un ser es lo que es, lo permanente e invariable de un ser"10. 
 
Estos términos "inalienables" e "inherentes" deben ser entendidos así: algo es 
inalienable por ser inherente y algo es inherente por ser esencial. 
                                                          
2PACHECO GOMEZ, Máximo. Los Derechos Humanos. Documentos Básicos. Editorial Jurídica de Chile. 
Santiago. 1967. Pág. 189 
9 DICCIONARIO JURÍDICO Abeledo-Perrot. Tomo II. Buenos Aires. 1986, pág. 286. 
10 DICCIONARIO GENERAL ILUSTRADO DE LA LENGUA ESPAÑOLA "Vox". Editorial Bibliograf. Barcelona. 
1967 
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Ahora bien, una característica de algunos de los derechos constitucionales 
fundamentales es la existencia de deberes correlativos. En el artículo 95 de la 
Constitución Política se encuentran los deberes y obligaciones de toda persona. La 
persona humana además de derechos tienen deberes; ello es como las dos caras de una 
moneda, pues es impensable la existencia de un derecho sin deber frente a si mismo y 
frente a los demás. Concluyendo se advierte que, como definía Emmanuel Kant, en su 
libro Fundamento de la Metafísica de las Costumbres11, ser persona es ser fin de sí 
mismo. 
 
El reconocimiento expreso del Constituyente 
 
La Constitución en un único caso, concretamente en el artículo 44, determinó en 
forma expresa unos derechos fundamentales,  al referirse a los niños, así: "Son derechos 
fundamentos de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social...". 
 
En ningún otro artículo se encuentra tal referencia tan precisa y por lo mismo no 
ofrece dificultad en su interpretación, como se observará en el punto 2.2 ordinal d), 
denominado "los derechos fundamentales por su ubicación y denominación. 
 
Este derecho ha sido desarrollado por distintos Pactos Internacionales entre los 
cuales se destacan: la Declaración de los Niños de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas del 20 de diciembre de 1959, la Convención sobre los Derechos del Niño 
adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1989 y 
aprobada por la Ley 12 de 1991; y los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; de Derechos Civiles y Políticos; los Convenios de la O.I.T. número 
52, 29, 62; los Convenios de Ginebra números 1 y 2; y la Convención Americana de 
Derechos Humanos, entre otros. 
 
                                                          
11KANT, Emmanuel. Fundamento de la Metafísica de las Costumbres. Editorial Artes Gráficas. Barcelona. 
1951. págs. 514 y 515. 
 





Si bien los criterios principales son suficientes y vinculantes para efectos de definir 
los derechos constitucionales fundamentales, se reseñan a continuación algunos criterios 
auxiliares cuyo fin primordial es servir de apoyo a la labor de interpretación del Juez de 
Tutela, pero que por sí solos no bastan. 
 
a) Los Tratados internacionales sobre derechos humanos 
 
El artículo 93 de la Carta es el único criterio interpretativo con rango constitucional 
expreso. Dicho artículo dice: "Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia".  Así se reitera en el artículo 4o. del Decreto 2591 de 1991. 
 
En este sentido, considera Bobbio que "el fundamento de los derechos humanos, a 
pesar de la crisis de los fundamentos, está, en cierto modo resuelto, con la proclamación 
de común acuerdo de una Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Se trata de 
un fundamento histórico y, como tal, no absoluto: pero el histórico del consenso es el 
único fundamento que puede ser probado factualmente"12. 
 
Los derechos de aplicación inmediata 
 
Nos ocupan ahora el estudio de los derechos establecidos en el artículo 85 de la 
Constitución. 
 
Este artículo enumera los derechos que no requieren de previo desarrollo legislativo 
o de algún tipo de reglamentación legal o administrativa para su eficacia directa y que no 
contemplan condiciones para su ejercicio en el tiempo, de modo que son exigibles en 
                                                          
12BOSSIO, Norberto. Presente y Porvenir de los Derechos Humanos, en "Anuario de Derechos 
Humanos"(1991). pág. 11 
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forma directa e inmediata. En realidad la especificidad de estos derechos es un fenómeno 
de tiempo: el hombre llega a ellos de manera directa, sin necesidad de la mediación de un 
desarrollo legislativo. Es pues, un criterio residual para los efectos que nos ocupan. 
 
Para que el artículo 85 de la Constitución no sea inocuo debe leerse como una 
norma que no condiciona a la mediatización de una ley, la aplicación de los derechos allí 
enumerados. 
 
Derechos que poseen un plus para su modificación 
 
El artículo 377 de la Constitución es una guía para el Juez de Tutela; en él se 
establece que unos derechos poseen más fuerza que otros, otorgándoles un plus, cuando 
dice: "Deberán someterse a referendo las reformas constitucionales aprobadas por el 
Congreso, cuando se refieran éstas a los derechos reconocidos en el Capítulo 1, Título II y 
sus garantías..., si así lo solicitan dentro de los seis meses siguientes a la promulgación 
del Acto Legislativo un cinco por ciento de los ciudadanos que integran el censo 
electoral...". 
Este capítulo de derechos tiene una "supergarantía" que le permite condicionar 
eventualmente su reforma, lo que hace pensar en la naturaleza especial de tales derechos, 
siguiendo en esto la orientación de la Constitución Española de 1978 en su artículo 168 (a 
su vez inspirado en el artículo 79-3 de la Ley Fundamental  de Bonn de 1949). 
 
Los derechos fundamentales por su ubicación y denominación 
 
Otro criterio auxiliar de interpretación es la ubicación y denominación del texto 
para determinar su significado. Es lo que se denomina por la doctrina, para efectos de la 
interpretación sistemática, los argumentos "sede materiae" y "a rúbrica". El significado de 
la norma se puede determinar por su ubicación (sede materiae) y/o por su título (a 
rúbrica). La Constitución está organizada en títulos y capítulos que agrupan temas afines 
y permiten su estudio. 
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Ahora bien, qué efectos jurídicos tienen los títulos y capítulos en que se divide y 
denomina la Constitución Política de Colombia? 
 
Ante esta pregunta hay dos posibles respuestas. Primera, la que considera que se 
trata de un criterio principal para la determinación de los derechos constitucionales 
fundamentales; y la segunda, que acoge los criterios de ubicación y denominación pero 
sólo les otorga un valor indicativo para el intérprete. Esta Sala de Revisión de la Corte 
Constitucional, para resolver este punto, procede a consultar la voluntad del 
Constituyente a través del método subjetivo. Para ello se acude al Reglamento de la 
Asamblea Nacional Constituyente que preveía un procedimiento para adoptar normas 
jurídicas (artículos 40 y 63) y otro trámite distinto para la codificación de dichas normas 
(39, 43 y 44). 
 
Del análisis de las actas de la Asamblea Nacional Constituyente, publicadas en la 
Gaceta Constitucional, se concluye, en relación con el artículo 39 del Reglamento, que la 
Comisión Codificadora entregó los textos por asuntos y materias -títulos y capítulos-, 
pero que tal tarea no fue aprobada en conjunto, en los términos consagrados en el artículo 
44, cuando dice: "Aprobado el texto final de las reformas y su codificación, la Presidencia 
citará a una sesión especial en la cual dicho texto se proclamará...". 
 
Es decir la propia Constituyente tenía claro que una cosa era hacer normas (con 
fuerza vinculante) y otra la organización y titulación de dichas normas (fuerza indicativa). 
Fue pues voluntad del Constituyente de 1991 conferir un efecto indicativo a la ubicación 
y titulación de las normas constitucionales y en consecuencia, ello es una información 
subsidiaria dirigida al intérprete. Como se podrá observar, el Constituyente no determinó 
en forma taxativa cuáles eran los derechos constitucionales fundamentales, a diferencia 
de algunos textos constitucionales de otros países, como es el caso de la Constitución 
española de 1978 -artículos 14 a 29 y 30.2- y de la Constitución alemana -artículos 2o. al 
17 de conformidad con el apartado 3 del artículo 1o.-. 
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En otros países, como por ejemplo en la Constitución de Guatemala de 1985, en el 
artículo 20, relativo a las disposiciones transitorias, se establece que los epígrafes que 
preceden a los artículos de la Constitución no tienen validez interpretativa y no pueden 
ser citados con respecto al contenido y alcance de las normas constitucionales. Fuerza 
concluir que el hecho de limitar los derechos fundamentales a aquellos que se encuentran 
en la Constitución Política bajo el título "de los derechos fundamentales" y excluir 
cualquier otro que ocupe un lugar distinto, no debe ser considerado como criterio 
determinante sino auxiliar, pues él desvirtúa el sentido garantizador que a los mecanismos 
de protección y aplicación de los derechos humanos otorgó el Constituyente de 1991. 
 
Ahora bien, al no existir una definición constitucional clara en materia de derechos 
fundamentales, el Legislador en el artículo 2o. del Decreto 2591 de 1991 dispuso: 
 
"La acción de tutela garantiza los derechos constitucionales fundamentales. Cuando una 
decisión de tutela se refiera a un derecho no señalado expresamente por la Constitución 
como fundamental, pero cuya naturaleza permita su tutela para casos concretos, la Corte 
Constitucional le dará prelación en la revisión de esta decisión". (subraya y negrillas fuera 
del texto). 
 
Labor del Juez de Tutela en la búsqueda de los derechos constitucionales 
fundamentales 
 
El Juez de Tutela debe acudir a la interpretación sistemática, finalista o axiológica 
para desentrañar, del caso particular, si se trata o no de un derecho fundamental, lo que 
podría denominarse una "especial labor de búsqueda", científica y razonada por parte del 
Juez. El Juez está frente a lo que la doctrina denomina un "concepto jurídico 
indeterminado": los derechos constitucionales fundamentales, que pueden ser o no ser al 
mismo tiempo o ser simultáneamente de una manera o de otra, pero siempre su sentido se 
define bajo las circunstancias de tiempo, modo y lugar. 
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Para el profesor García de Enterría, introductor de la noción "concepto jurídico 
indeterminado", la "valorización política de la realidad podrá acaso ser objeto de una 
facultad discrecional, pero la realidad como tal, si se ha producido el hecho o no se ha 
producido y cómo se ha producido, esto ya no puede ser objeto de una realidad 
discrecional, porque no puede quedar al arbitrio de la Administración discernir si un 
hecho se ha cumplido o no se ha cumplido o determinar que algo ha ocurrido si realmente 
no ha sido así".13 
 
Esta indeterminación sin embargo, no le permite al juez actuar total y absolutamente 
libre. La interpretación del caso particular se mueve dentro de parámetros establecidos 
por la propia Constitución. El Juez debe buscar, como lo dice el artículo 2o. del Decreto 
2591 de 1991, la naturaleza del derecho fundamental que permita su tutela. Es entonces 
en la naturaleza, en el estudio de su esencia, en donde el Juez descubre si está frente a un 
derecho fundamental. 
 
La labor que realiza el Juez de Tutela es de verificación; él no crea el derecho 
fundamental, lo desentraña y verifica. Esta "teoría de la verificación" también es 
desarrollada por Dworkin sobre la figura del Juez modelo, capaz de encontrar 
racionalmente la solución justa. "El Juez no tiene una función creadora, sino 
garantizadora de los derechos".14 
 
De conformidad con los criterios expuestos se concluye que cobra gran importancia 
la labor de interpretación del Juez, al asumir un serio compromiso impuesto por la 
filosofía que orienta la nueva Constitución, pues solamente mediante el análisis crítico y 
razonable se pueden encontrar los parámetros justos en la comparación entre los hechos 
expuestos y la norma constitucional. Ahora bien, la Jurisdicción de Tutela en Colombia 
comprende a todos los jueces, pues a diferencia de ordenamientos de otros países en 
                                                          
13GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo. La Lucha contra las inmunidades del Poder. Cuadernos de Civitas. 
Tercera edición. Editorial Civitas S.A. Madrid 1983 págs. 31 y 32 
14Estudios sobre la Constitución Española.Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría. Tomo I. El 
ordenamiento jurídico. Editorial Civitas S.A. Madrid 1991. Pág. 94 
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donde sólo la Corte o el Tribunal Constitucional se pronuncian sobre el Derecho de 
Amparo, institución que guarda semejanzas pero también diferencias con la tutela. En 
nuestro sistema todos los jueces sin distinción de jerarquía tienen competencia en materia 
de tutela. Esta Jurisdicción es llamada por el constitucionalismo contemporáneo la 
"Jurisdicción de la libertad". 
 
Informalidad y prevalencia del derecho sustancial15 
 
Por su misma índole, la acción de tutela no exige técnicas procesales ni requisitos 
formales propios de especialistas, ya que su función no puede asimilarse a la que cumplen 
las acciones privadas dentro de los esquemas ordinarios previstos por el sistema jurídico, 
sino que corresponde a la defensa inmediata de los derechos fundamentales. Su papel es 
ante todo el de materializar las garantías constitucionales y, por tanto, es de su esencia el 
carácter sustancial de su fundamento jurídico. La instauración no puede dar lugar al rigor 
formalista de los procesos ordinarios ni se puede convertir su admisibilidad y trámite en 
ocasión para definir si se cumplen o no presupuestos procesales o fórmulas 
sacramentales, ya que con ella no se busca establecer una "litis" sino acudir a la 
protección oportuna de la autoridad judicial cuando un derecho fundamental es lesionado 
u objeto de amenaza.  
 
Así se consideró desde el comienzo en la Asamblea Nacional Constituyente, en el 
cual los Delegatarios recalcaron: "Estamos frente a un mecanismo excepcional y sumario 
para una protección inmediata de los derechos..."16 El17 artículo 86 de la Constitución 
Política, en concordancia con la del artículo 228, buscan satisfacer ante todo las 
necesidades de justicia mediante el principio de prevalencia del derecho sustancial sobre 
las formas procesales, motivo éste que explica porqué en este tipo de actuaciones 
                                                          
15 Sentencia T-501 de 1992. 
16 Asamblea Nacional Constituyente.  Informe-Ponencia "Mecanismos de protección de los derechos 
fundamentales y del orden jurídico".  Delegatarios Jaime Arias Lopez y Juan Carlos Esguerra Portocarrero.  
Gaceta Constitucional.  Número 77.  Mayo 20 de 1991.  Pág. 9. 
17 Sentencia T-293 de 1994. 
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prevalece un principio de informalidad cuyo sentido consiste en que los obstáculos de 
trámite no se interpongan en la búsqueda de soluciones reales y palpables, acordes con el 
fondo de la preceptiva constitucional, a situaciones concretas de amenazas o quebranto de 
los derechos en ella plasmados. De18 hecho, al ser una acción que pueden interponer las 
personas sin mayores conocimientos jurídicos, es imposible exigir en su trámite 
formalidades que entienden y manejan sólo los expertos en derecho. Por otro lado, la 
protección que reclaman con tanta urgencia los derechos fundamentales, y que la tutela 
pretende brindar, no se puede supeditar a la observancia de cuestiones meramente 
procesales. La19 especial jerarquía de los derechos fundamentales exige que el modelo 
procedimental de la tutela esté desprovisto de requisitos formales y ofrezca, de manera 
ágil y dinámica, una protección efectiva y oportuna al titular del derecho afectado, cuando 
no existan en el ordenamiento jurídico otros mecanismos de defensa que se puedan 
invocar. De hecho, el Decreto 2591 de 1991, al referirse al contenido de la solicitud, 
destaca el carácter informal de la misma que debe desarrollarse con fundamento en los 









                                                          
18 Sentencia T-162 de 1997. 
19 Auto 058 de 1999. 
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CAPITULO II PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA 
PROVIDENCIAS JUDICIALES EN EL DERECHO COMPARADP 
 
En el derecho comparado la vía de control constitucional mediante amparo o tutela 
de las sentencias judiciales opera, generalmente, bajo los mismos principios. Existe de 
manera concentrada o difusa el control constitucional de los fallos judiciales, mediante 
una acción ciudadana. En la mayoría de ordenamientos esta figura es considerada como 
una de las piezas claves del sistema de protección a los derechos fundamentales. Opera 
fundamentalmente contra sentencias ejecutoriadas de única o última instancia, y el 
control lo ejercen bien los Jueces y Tribunales ordinarios, - México y Estados Unidos - o 
la respectiva Corte Constitucional - Alemánica y España. 
 
En Alemania no solo la Constitución (art. 19, parágrafo1, frase 4 Ley Fundamental 
de Bonn) sino las distintas leyes que establecen procedimientos y competencias, 
constituyen la posibilidad de amparo o tutela contra las decisiones judiciales que vulneren 
los derechos fundamentales. Muchos son los tratadistas que han explicado el 
funcionamiento del sistema que, en lo que se refiere al control y efectos de los fallos del 
Tribunal Constitucional respecto a las sentencias judiciales, en poco se diferencia del 
colombiano.  
 
Sobre ese particular, resulta bastante ilustrativa la explicación dada por el profesor 
Hans Peter Schneider, quien indica: 
 
"Finalmente, también la jurisprudencia está obligada por la Constitución a aplicar 
directamente los derechos fundamentales. Esto es indiscutible, en primer lugar, en 
cuanto a los derechos fundamentales del procedimiento judicial...así como también 
para las prerrogativas judiciales garantizadas constitucionalmente. Pero a la hora de 
adoptar decisiones judiciales han de tenerse en cuenta también los derechos 
fundamentales como elementos objetivos del sistema. Ellos inciden sobre el derecho 
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privado cuando se interpretan las cláusulas generales, y éste, a su vez, hay que 
entenderlo a la luz de los derechos fundamentales (efecto de reciprocidad).”20 
 
Y continúa el autor:  
 
"dado que por consiguiente los derechos fundamentales pueden ser vulnerados por 
resoluciones del poder judicial, se le concede al particular incluso el recurso de 
amparo contra decisiones judiciales una vez agotadas todas las vías jurídicas".21 
 
Y no podía ser de otra forma, si la eficacia normativa de los derechos fundamentales 
obliga a una interpretación del ordenamiento jurídico de conformidad con la 
Constitución, la cual para que sea coherente y homogénea debe provenir de un cuerpo con 
suficiente poder vinculante para revisar los fallos y ajustarlos a la nueva axiología 
constitucional. En este sentido señala Schneider: "el campo de ejercicio apropiado para 
un desarrollo posterior de la interpretación de los derechos fundamentales es más bien el 
control de las sentencias judiciales que la legislación."22 
 
En el ordenamiento jurídico Español, se establece también un riguroso control de 
las sentencias judiciales respecto a los derechos constitucionales fundamentales. El 
tribunal Constitucional, separado estructuralmente del poder judicial ordinario, tiene a su 
cargo, en virtud del art. 53 de la Constitución y del art. 44.1.b de su Ley Orgánica, el 
control de las sentencias de los jueces y tribunales cuando éstas violen un derecho 
fundamental, y en ningún caso se ha discutido que por ello se vulnere la autonomía 
funcional del juez. Por el contrario, sólo gracias a este mecanismo de control, según 
afirmaciones de importantes juristas españoles, la Constitución se convirtió en norma de 
obligatorio cumplimiento en todas las esferas de aplicación del derecho, y los derechos 
fundamentales han podido desplegar una importante eficacia vinculante. 
 
                                                          
20 PETER SCHNEIDER Hans. Democracia y Constitución, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1991, 
pag 80-81 
21 Ibídem.  
22 Ibídem.  
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En materia de la relación que existe entre Tribunal Constitucional y poder judicial 
en España, relación que se desarrolla fundamentalmente a partir del recurso de amparo 
contra sentencias judiciales, el profesor Eduardo García de Enterría señala como el 
Tribunal Constitucional ha de entenderse en España como un órgano materialmente 
jurisdiccional, pero diferenciado del poder judicial, "como nuestra constitución, por lo 
demás, parece aceptar al regular al Tribunal Constitucional en un título distinto, el IX, del 
que dedica al poder judicial (título VI), de cuya organización está totalmente exento y al 
que, en último extremo fiscaliza (arts. 44, 59-3, y 73 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional).23  
 
La diferencia fundamental entre el amparo español y la tutela colombiana, es que 
mientras en España se dispone de un control concentrado, en Colombia se parte de un 
control difuso, puesto que todos los Jueces de la República están encargados de controlar 
el debido respeto de los derechos fundamentales en las sentencias judiciales. Si este fuera 
el argumento para señalar que en Colombia la tutela vulnera la autonomía funcional del 
juez 
 
Por su parte, en los Estados Unidos de América, son los propios jueces superiores 
los encargados de controlar que las sentencias se ajusten a los derechos fundamentales, 
hasta culminar el sistema en la Suprema Corte Federal que, como en Colombia a través 
de la Corte Constitucional, es la encargada de unificar la jurisprudencia constitucional. 
 
En el modelo mexicano, no solo existe el recurso de amparo contra sentencias 
judiciales sino que son los propios jueces los encargados, en una primera instancia, de 
tramitarlo mediante un procedimiento especial, preferente y sumario. En este país, el 
amparo procede contra sentencias definitivas que pongan fin al juicio, sin que proceda 
contra ellas ningún recurso ordinario, contra sentencias u otras resoluciones judiciales 
cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera del juicio o después de concluido, o 
contra actos judiciales que afecten a personas extrañas al juicio (art. 107, No 5 y 6 de la 
                                                          
23 La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional, Ed. Civitas, Madrid 1991, pag. 199-200. 
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Constitución Mexicana).  Dicho recurso se interpone ante el juez del Distrito de la 
jurisdicción del lugar en que el acto reclamado se ejecute, y se tramita en audiencia, en la 
que se reciben las pruebas ofrecidas por las partes, se oyen los alegatos y se pronuncia la 
sentencia. Las sentencias de los jueces, son a su vez revisables por la Suprema Corte de 
Justicia. 
 
Podría hacerse aquí un recuento de otros sistemas jurídicos, férreamente 
consolidados, en los que difícilmente puede advertirse caos, o la existencia de una justicia 
paralela, por la mera existencia de una jurisdicción constitucional encargada de conocer 
los recursos de amparo o tutela contra sentencias judiciales.  
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CAPÍTULO III SUPUESTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS DE LA PROCEDENCIA 
DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES 
CONFORME LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL 2013 A 2015. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales encuentra sustento constitucional 
principalmente en los artículos 86 (acción de tutela), Preámbulo (orden social justo, 
igualdad), 2 (fin esencial del Estado: garantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución), 4 (la Constitución es norma de normas), 5 
(primacía de los derechos inalienables de la persona), 29 (el debido proceso se aplicará a 
toda clase de actuaciones judiciales), 228 (prevalencia del derecho sustancial) y 229 
(acceso a la administración de justicia). 
 
El sustento legal se encuentra en los artículos 11, 12 y 40 del Decreto Ley 2591 de 
1991, expedido por la Comisión Legislativa o denominado “Congresito”. 
 
Al encontrar fundamento constitucional y legal la procedencia de la acción de tutela 
contra providencias judiciales, la Corte Constitucional hizo aplicación de ella en algunas 
decisiones de las cuales resulta indispensable citar la T-006 de 1992, donde se presentó 
acción de tutela contra el Tribunal Superior y la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, 
por violación del debido proceso, entre otros derechos fundamentales. El juez de tutela 
que fue la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, no adoptó decisión de fondo y se 
declaró incompetente para conocer de una decisión de la otra Sala: 
 
La Corte Constitucional respecto de la incompetencia manifestó que ello devendría 
en carencia de contención e inimpugnabilidad de las decisiones ordinarias. Recordó 
que la Corte Suprema de Justicia, constituye autoridad pública por lo que es viable 
la acción de tutela. En un estado social de derecho, democrático, cuya finalidad es 
asegurar la convivencia  pacífica y la vigencia de un orden justo, no puede tolerarse 
un poder público si las sentencias  de la Corte Suprema de Justicia estuvieran  
revestidas de inmunidad constitucional. El artículo 86 de la Constitución autoriza 
que la acción se dirija "contra cualquier autoridad  pública". No existe estado de 
derecho si las autoridades disponen de poderes ilimitados. Si en verdad la 
Constitución se tiene como norma fundamental, sobre ella no pueden prevalecer 
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ninguno de los actos ni de las abstenciones de los órganos  que integran  las ramas 
del poder público. Actos del Congreso o del ejecutivo que violen esa norma superior 
están llamados a ser excluidos del ordenamiento jurídico mediante las 
correspondientes acciones de inconstitucionalidad y nulidad. Con mayor énfasis 
debe predicarse de los órganos y autoridades públicas que, como la Corte Suprema 
de Justicia, conforman la rama judicial. El conjunto  de los actos de los órganos 
constituidos - Congreso, ejecutivo y jueces - se identifica con referencia a la 
Constitución y no se reconoce como derecho si desconoce sus criterios de validez. 
La Constitución como lex superior precisa y regula las formas y métodos de 
producción de las normas que integran el ordenamiento y es por ello "fuente de 
fuentes", norma normarum. Estas características de supremacía y de máxima regla 
de reconocimiento del orden jurídico propias de la Constitución, se expresan 
inequívocamente  en el texto del artículo 4o. de la Constitución. No cabe duda del 
valor normativo acentuado que la Constitución le asigna a las normas sobre 
derechos, garantías y deberes. Valor  normativo que se acompaña con el principio de 
efectividad que se eleva a fin esencial del estado  y a compromiso ineludible de 
todas las autoridades públicas: "son fines esenciales del estado:...garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados  en la Constitución". 
Una jurisprudencia evolutiva, abierta al conocimiento de las condiciones sociales, 
económicas y políticas  del país  y consciente  de la necesidad  de estimular la 
progresiva y firme  instauración de un orden justo,  asentado  en el respeto y 
efectividad de los derechos y garantías de los ciudadanos, es la única que se concilia 
con el estado social de derecho. Las altas jerarquías  del estado de los órdenes 
legislativo, ejecutivo y judicial, no son titulares de fracciones de poder sino 
instrumentos para la realización de las tareas estatales. La conciencia de los fines del 
estado lleva a  comprender que la Constitución es en cierto sentido un orden  a 
alcanzar. 
 
“…Cuando la acción de tutela verse sobre sentencias, la actuación del juez del 
conocimiento se circunscribe  al examen  y decisión de la materia constitucional con 
prescindencia  de todo aquello que no  tenga que ver con la vulneración o amenaza 
de vulneración  del derecho constitucional fundamental. La acción de tutela no 
representa frente a los respectivos  procesos judiciales instancia ni recurso alguno. 
Cuando la vulneración del derecho constitucional se estudia con ocasión del trámite  
de la acción de tutela, no se avoca el conocimiento y desarrollo de la litis, lo que 
bajo ninguna circunstancia es de la incumbencia de la Jurisdicción Constitucional, 
sino única y exclusivamente  la conducta del juez reflejada en su providencia y en 
cuanto  ésta haya violado un derecho fundamental o amenace con hacerlo. 
 
Se dice que una sentencia tiene fuerza de cosa juzgada cuando ella se torna  
inmutable y definitiva  y no puede ser modificada o revocada por ningún  medio 
jurídico, ordinario o extraordinario, dentro o fuera del proceso  en que se produjo. El 
recuento de algunas de la principales teorías  acerca del fundamento de la cosa 
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juzgada demuestra que no deriva este principio de un pretendido derecho inherente a 
la persona humana. Las teorías  modernas se ocupan de justificar la figura a partir de 
su expresa consagración  legal y de criterios prácticos de conveniencia general 
inspirados en la necesidad de mantener los valores de certeza jurídica y paz 
social.”24 
 
Con base en los anteriores argumentos, a continuación se realizará una línea 
jurisprudencial sobre la temática que ocupa el presente trabajo en los primeros años de 
funcionamiento de la Corporación y citando el pronunciamiento más reciente en aras de 
lograr una comprensión del tema:  
 




T-043/93: ABSTENCION DE TRAMITAR ASUNTO QUE VULNERO ACCESO A 
LA JUSTICIA Y DEBIDO PROCESO 
 
Se presenta una conducta omisiva por violación del debido proceso y de acceso 
oportuno a la administración de justicia por parte de un Juez Promiscuo Civil del 
Circuito (alegando la extemporaneidad en la interposición de un recurso y la ejecutoria 
de la providencia que se pedía revocar) que se abstuvo de tramitar -como era su deber-  
un proceso de restitución declarado por ese despacho nulo y que de acuerdo con las 
normas  de procedimiento debía asumir o someterlo a reparto, sin embargo, optó por 
remitirlo de nuevo al de primera instancia siendo éste incompetente para que procediera a 
liquidar costas y cumplir lo decidido. El expediente se encuentra en el archivo y ha 
transcurrido casi diez meses desde cuando fue decretada la nulidad del proceso sin que se 
haya ordenado la remisión del expediente al juzgado competente. Esta actuación es 
inexplicable por cuanto si lo decidido fue la nulidad, el funcionario competente para 
hacer cumplir dicha orden era él a través de un auto en que asumiera la competencia o el 
                                                          
24 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-006 de 1992. 
 
L a s  A c c i o n e s  d e  t u t e l a  c o n t r a  l a s  s e n t e n c i a s  e j e c u t o r i a s  | 39 
 
  
envió del expediente a reparto para que allí se decidiera a quien le correpondería 
sustanciarlo. El Juez Primero incurrió en un error  procedimental que a la postre 
degeneró en la negación de una decisión  definitiva de las pretensiones de la demandante. 
No entiende la Sala como este Juzgado - sabiendo que lo ordenado fue  la nulidad por 
falta de competencia-, no remitió el expediente al funcionario competente. Por el 
contrario, carente de competencia, actuó  como si el proceso hubiese terminado, 
incurriendo así en una conducta a todas luces reprochable. Puesto  que se entiende que la 
peticionaria no cuenta con recurso diferente a la acción de tutela para lograr que el 
funcionario competente respete su derecho de acceso a la justicia y a un debido proceso. 
Se dispuso que el juzgado asumiera el conocimiento del asunto y se corrió traslado a la 
Procuraduría Delegada. 
 
T-158/93: NEGACION DE UN RECURSO CON FUNDAMENTO EN UN 
REQUISITO JURIDICAMENTE INEXISTENTE 
 
El accionante considera que en el trámite de un proceso ejecutivo se le ha 
vulnerado el debido proceso por parte de un Juzgado al negar el recurso de apelación 
aduciendo un requisito jurídicamente inexistente, pues, en virtud del Decreto 2282 de 
1989, no es necesario el requisito de sustentación del recurso, por cuanto el artículo 1o., 
numeral 170, lo eliminó. La Corte Constitucional señaló que el proceso es un juicio y es 
lícito en cuanto implica un acto de justicia. Y como es evidente por la naturaleza 
procesal, se requieren tres condiciones para que un proceso sea debido: Primera, que 
proceda de una inclinación por la justicia;  Segunda, que proceda de la autoridad 
competente;  Tercera, que se profiera  de acuerdo con la recta razón de la prudencia, en 
este caso, que se coteje integralmente toda pretensión, de tal manera que siempre esté 
presente el derecho de defensa, y que el juez en ningún momento se arrogue 
prerrogativas que no están regladas por la ley, ni exija, asimismo, requisitos extralegales. 
El  acto del Juzgado Civil del Circuito, al negar un recurso, como el de apelación, 
aduciendo un requisito jurídicamente inexistente, no sólo es violatorio del debido 
proceso y concretamente del derecho de defensa (art. 29 C. N.), sino que incurre en 
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contradicción con los artículos 6o. y 84 del Estatuto Superior.  Aquí es evidente la 
extralimitación de funciones del juzgado ya que al exigir un requisito no estipulado por 
la ley, hizo algo que no le estaba permitido por el legislador,  contrariando así el espíritu 
del Estado Social de Derecho, según el cual las autoridades sólo pueden hacer aquello 
que les está permitido, al paso que los particulares pueden hacer todo aquello que no les 
esté prohibido.   
 
T-055/94: FALTA DE RESPUESTA A LA PETICIÓN DE UNA PRUEBA 
CONSIDERADA PERTINENTE E INDISPENSABLE. PRINCIPIOS DE 
PUBLICIDAD, CONTRADICCIÓN Y DEFENSA COMO SUPUESTO DE LA 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DEL DEBIDO PROCESO EN MATERIA 
PENAL 
 
La tutela plantea una violación del debido proceso en la investigación penal que el 
Fiscal Regional adelanta en su contra del peticionario. Dicha vulneración consistiría en la 
falta de respuesta a la petición de una prueba considerada pertinente e indispensable. La 
Corte Constitucional consideró que el Fiscal regional debió llamar a rendir testimonio a 
los señores no sólo por constituir pruebas cuya conducencia podía objetivamente 
apreciarse desde la indagatoria misma del procesado, sino también por el hecho de haber 
sido solicitadas por su representante, violando de esta manera los principios de 
publicidad y contradicción en el proceso. La omisión del Fiscal viola el principio de 
contradicción y por contera se quebrantan los derechos de defensa, debido proceso y, 
finalmente, la presunción de inocencia del inculpado. Semejante omisión no puede ser 
considerada sino como una grave irregularidad que vulnera el derecho del procesado a 
recurrir las providencias judiciales, para lo cual es necesario que éstas existan y se 
comuniquen. Se trata, por tanto, de un acto desprovisto de toda justificación jurídica que 
configura lo que se conoce como "vía de hecho".  
 
El proceso no puede ser concebido como una serie de pasos encaminados a la 
demostración de una hipótesis planteada por el fiscal o juez. La omisión de una prueba 
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objetivamente conducente en el proceso que se sigue contra el peticionario, constituye 
una violación a su derecho de defensa y al debido proceso. El hecho de que no se hayan 
rendido los testimonios solicitados por el peticionario resulta especialmente grave si se 
tienen en cuenta estas dos circunstancias: 1) los testimonios solicitados eran pertinentes e 
indispensables desde el momento mismo de la indagatoria y, además, fueron solicitados 
formalmente por el representante del peticionario, y 2) no hay trazas de que el fiscal 
hubiere estimado, en cualquier sentido, la conducencia de la prueba y de ahí su actitud 
omisiva, la cual impide al acusado la interposición de los recursos que le habrían 
permitido proteger su derecho de defensa. El artículo 250 del Código de Procedimiento 
Penal establece que el juez que rechaza una prueba debe hacerlo mediante providencia. 
Dicha providencia es apelable en el efecto diferido, según lo consagra el artículo 204-b-1 
del mismo código. Con la omisión señalada se viola igualmente el principio de publicidad 
que debe inspirar las diferentes actuaciones procesales. Según este principio la justicia 
penal debe ser comunicada a las partes y al público en general; los fallos y las decisiones 
deben ser difundidos y motivados. Con ello se protege el derecho a la información de 
personas afectadas por decisiones judiciales y se garantiza la posibilidad de que las 
mismas puedan controvertir su contenido y alcance. El derecho a la presunción de 
inocencia se encuentra en estrecha relación de interdependencia con el derecho de defensa 
y el debido proceso. El derecho que tiene el procesado a no ser considerado culpable 
hasta tanto no se demuestre lo contrario mediante sentencia judicial, está íntimamente 
ligado a la existencia de medios de prueba y de específicos procedimientos de evaluación 
y trámite cuyo desarrollo y análisis está prioritariamente en cabeza del juez. El fiscal ha 
desconocido tanto los medios de prueba como los procedimientos que protegen la 
presunción de inocencia. Lo primero, al no pronunciarse sobre la petición de prueba y, lo 
segundo, al no aceptar la práctica de una prueba conducente. La doctrina de las vías de 
hecho ha sido ampliamente preconizada por el derecho administrativo con el objeto de 
contrarrestar ciertas patologías de los "hechos humanos o subjetivos", las vías de hecho, 
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T-175/94: EVIDENTES ERRORES AL AMPARO DE UNA EQUIVOCADA 
APLICACIÓN DE LA NORMA Y CON OCASIÓN DE LA CUAL, 
DESCONOCIÓ EL DERECHO DE DEFENSA. LA PARTE DEMANDADA 
CUMPLIÓ EL DEBER PROCESAL DE CONSIGNAR LAS MESADAS 
DEBIDAS AL MOMENTO DE CONTESTAR LA DEMANDA Y ESA 
CONDUCTA LEGITIMABA EL DERECHO A CONTESTAR LA DEMANDA Y 
PROPONER LAS EXCEPCIONES ASÍ COMO EL DEBER DE JUEZ, DE 
RESOLVER SOBRE LOS MEDIOS DE DEFENSA  INTERPUESTOS EN  
OPORTUNIDAD 
 
Un Juez Civil Municipal omitió la resolución de las excepciones pendientes (cosa 
juzgada) y por consiguiente de las pruebas solicitadas, aduciendo la no consignación de 
los cánones transcurridos a pesar de que la  parte demandada cumplió el deber procesal de 
consignar las mesadas debidas al momento de contestar la demanda, porque aparece su 
evidencia en el expediente, y esa conducta legitimaba el derecho a contestar la demanda y 
proponer las excepciones. Por ende, al amparo de una equivocada aplicación de la norma 
en que dijo apoyarse, se desconoció el derecho de defensa de la petente, además, el juez 
carecía de la prueba eficaz del contrato de arrendamiento, para decidir de mérito. 
Agréguese que  la parte demandada careció, por razón de ser un proceso de única 
instancia, de toda posibilidad de controvertir la sentencia judicial y neutralizar sus 
efectos, de manera que los resultados de tal decisión se volvieron, por razón de la 
particular situación, en definitivos e inexorables. La Corte Constitucional manifestó que 
el juez incurrió en evidentes (errores) al amparo de una equivocada aplicación de la 
norma y con ocasión de la cual, desconoció el derecho de defensa. La parte demandada 
cumplió el deber procesal de consignar las mesadas debidas al momento de contestar la 
demanda y esa conducta legitimaba el derecho a contestar la demanda y proponer las 
excepciones así como el deber de juez, de resolver sobre los medios de defensa  
interpuestos en  oportunidad. Se cercenó el derecho de participación y defensa de la 
demandada, al suprimir las etapas procesales subsiguientes en las que debía resolverse 
sobre su oposición a las pretensiones de la parte actora, especialmente en relación con la 
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excepción previa de cosa juzgada. El error consistió en el hecho de que el juez aplicó los 
efectos procesales que se deducen del numeral 2. del parágrafo 2o. del artículo 424, a 
unos hechos que son materia de regulación por el numeral 3 del mismo parágrafo. 
Además, el juez carecía de la prueba eficaz del contrato de arrendamiento, para decidir de 
mérito, porque en la demostración de dicho acto jurídico se adujeron unos testimonios 
ante notario que no se ratificaron. La parte demandada careció, por razón de ser un 
proceso de única instancia, de toda posibilidad de controvertir la sentencia judicial y 
neutralizar sus efectos, de manera que los resultados de tal decisión se volvieron, por 
razón de la particular situación, en definitivos e inexorables. 
 
La Corte Constitucional reiteró como regla general que la acción de tutela no 
procede contra sentencias judiciales sobre las cuales recae el efecto de cosa juzgada. Este 
efecto genera una situación de estabilidad jurídica, que permite, de un lado, hacer cumplir 
lo que en la sentencia se decidió, pero igualmente, impide que se discuta o se vuelva a 
cuestionar ese contenido entre las mismas partes. No obstante, también es claro que esa 
certeza que impone la cosa juzgada no constituye un valor absoluto frente a la vigencia y 
defensa de los derechos fundamentales, de suerte que si está de por medio la protección 
de tales valores, procede la tutela contra sentencias que sean el resultado de una "vía de 
hecho", lo cual ocurre cuando el juez la adopta contrariando ostensiblemente el contenido 
y voluntad de la ley o desconociendo ritualidades cuya observancia consagran una 
garantía del derecho de defensa de las partes en el proceso. La cosa juzgada como 
resultado de una vía de hecho, pierde su valor de decisión intangible y poco vale como 
cosa juzgada.  Cuando la Carta dispone que los jueces, en sus providencias, sólo están 
sometidos al imperio de la ley (art. 230), está consagrando, además del principio de 
autonomía de los demás órganos del poder público, también el principio de legalidad, en 
razón del cual, toda su conducta está dirigida y sometida por la norma que le diseña y 
demarca su actividad jurisdiccional. Como supuesto que autoriza y justifica la tutela, no 
puede admitirse cualquier irregularidad procesal, que como tal, carece de la virtualidad  
para considerar la decisión como el resultado de una vía de hecho, y menos - por supuesto 
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- cuando para contrarrestarla existen instrumentos jurídicos aducibles como medio de 
defensa.  
 
SENTENCIA T-951 DE 2013. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES PROFERIDAS DENTRO DEL 
TRÁMITE DE LA ACCIÓN DE TUTELA  
 
El estudio sobre la procedencia de la acción de tutela siempre debe partir de la 
verificación de los requisitos generales de procedibilidad de la acción, adecuados a la 
especificidad de las providencias judiciales, que se circunscriben a seis aspectos: 1) Que 
la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. 2) Que se hayan 
agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de 
la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 
iusfundamental irremediable.; 3)  Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, 
que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del 
hecho que originó la vulneración.; 4) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe 
quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 
impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora; 5) Que la parte 
actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración 
como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso 
judicial siempre que esto hubiere sido posible; y, 6) Que no se trate de sentencias de 
tutela. 
  
Por el cumplimiento de los requisitos enunciados, el juez debe abordar el siguiente nivel 
de análisis, esto es, identificar si la sentencia impugnada presenta alguna de las causales 
genéricas de procedibilidad expuestas con anterioridad las cuales son (i) defecto orgánico, 
(ii) defecto sustantivo, (iii) defecto procedimental, (iv) defecto fáctico, (v) error inducido, 
(vi) decisión sin motivación, (vii) desconocimiento del precedente constitucional; y (viii) 
violación directa a la Constitución. 
 
 




Ya en el año 2015, la Corte Constitucional unificó el criterio ratificando la 
procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, en la sentencia SU-053 
DE 2015, fijando requisitos generales y específicos, así: 
 
La Corte en la sentencia C-590 de 2005 buscó hacer compatible el control por vía 
de tutela de las decisiones judiciales, con los principios de cosa juzgada, 
independencia y autonomía judicial y seguridad jurídica. Por ello estableció diversas 
condiciones procesales para la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales, que deben superarse en su totalidad, a fin de avalar el 
estudio posterior de las denominadas causales específicas. 
  
Tales condiciones son: i) que la cuestión sea de relevancia constitucional; ii) que se 
hayan agotado todos los medios de defensa judiciales al alcance; iii) que se cumpla 
el principio de inmediatez; iv) si se trata de una irregularidad procesal, que la misma 
sea decisiva en el proceso; v) que se identifiquen, de manera razonable, los hechos 
que generaron la vulneración de derechos fundamentales y vi) que no se trate de una 
tutela contra otra tutela. 
  
9. Frente a la exigencia de que lo discutido sea de evidente relevancia 
constitucional, esta Corte ha dicho que ello obedece al respeto por la órbita de 
acción tanto de los jueces constitucionales, como de los de las demás jurisdicciones. 
Debe el juez de tutela, por lo tanto, establecer clara y expresamente sí el asunto 
puesto a su consideración es realmente una cuestión de relevancia constitucional, 
que afecte los derechos fundamentales de las partes. 
  
10. El deber de agotar todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa 
judicial al alcance del afectado, guarda relación con la excepcionalidad y 
subsidiariedad de la acción de tutela, pues de lo contrario ella se convertiría en una 
alternativa adicional para las partes en el proceso. Esta exigencia trae consigo la 
excepción consagrada en el artículo 86 Superior, que permite que esa exigencia 
pueda flexibilizarse cuando se trata de evitar la consumación de un perjuicio 
irremediable. 
  
11. Adicionalmente, el juez debe verificar que la acción de tutela se invoque en un 
término razonable y proporcionado, contado a partir del hecho vulnerador, a fin de 
cumplir el requisito de la inmediatez. De no ser así, se pondrían en juego la 
seguridad jurídica y la institución de la cosa juzgada, pues las decisiones judiciales 
estarían siempre pendientes de una eventual evaluación constitucional. 
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12. Así mismo, cuando se trate de una irregularidad procesal, ésta debe haber 
sido decisiva o determinante en la sentencia que se impugna y debe afectar los 
derechos fundamentales del peticionario. Este requisito busca que sólo las 
irregularidades verdaderamente violatorias de garantías fundamentales tengan 
corrección por vía de acción de tutela, de manera que, se excluyan todas aquellas 
que pudieron subsanarse durante el trámite, o que no se alegaron en el proceso. 
  
13. También se exige que la parte accionante identifique razonablemente los 
hechos que generaron la vulneración de derechos fundamentales. Este requisito 
pretende que el actor ofrezca plena claridad en cuanto al fundamento de la 
afectación de derechos que se imputa a la decisión judicial. En este punto, es 
importante que el juez de tutela verifique que los argumentos se hubieren planteado 
al interior del proceso judicial, de haber sido esto posible. 
  
14. La última exigencia de naturaleza procesal que consagró la tipología propuesta 
en la C-590 de 2005, fue que la sentencia atacada no sea de tutela. Así se buscó 
evitar la prolongación indefinida del debate constitucional, más aún cuando todas 
las sentencias de tutela son sometidas a un proceso de selección ante esta 
Corporación, trámite después del cual se tornan definitivas, salvo las escogidas para 
revisión. 
  
Causales específicas de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias 
judiciales 
  
15. Ahora bien, frente a las causales específicas de procedibilidad,  esta Corporación 
ha emitido innumerables fallos[170] en los cuales ha desarrollado 
jurisprudencialmente los parámetros a partir de los cuales el operador jurídico pueda 
identificar aquellos escenarios en los que la acción de tutela resulta procedente para 
controvertir los posibles defectos de las decisiones judiciales, para con ello 
determinar si hay o no lugar a la protección, excepcional y restrictiva, de los 
derechos fundamentales por vía de la acción de tutela[171]. 
  
Así las cosas, la jurisprudencia entendía que existían básicamente tres defectos, el 
sustantivo, el procedimental y el fáctico; sin embargo, producto de una labor de 
sistematización sobre la materia, en la sentencia C-590 de 2005 se indicó que puede 
configurarse una vía de hecho cuando se presenta alguna de las siguientes causales: 
  
·        Defecto orgánico que ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la 
sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia.  
  
·        Defecto procedimental absoluto que surge cuando el juez actuó totalmente al 
margen del procedimiento previsto por la ley. 
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·        Defecto fáctico que se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo 
probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión. 
  
·        Defecto material o sustantivo que tiene lugar cuando la decisión se toma con 
fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o cuando existe una 
contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión. 
  
·        El error inducido que acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de 
engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta 
derechos fundamentales. 
  
·        Decisión sin motivación que presenta cuando la sentencia atacada carece de 
legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta 
de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 
  
·        Desconocimiento del precedente que se configura cuando por vía judicial se ha 
fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la 
regla jurisprudencial establecida. En estos casos eventos, la acción de tutela busca 
garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 
  
·        Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía 
de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como documento plenamente 




                                                          
25 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-053 DE 2015. 
 






Se concluye que para el desarrollo esta investigación fue de vital importancia hablar 
de la sentencia C-543 de 1992 mediante la cual se declara inexequibles los Arts. 11 y 40 
del Decreto 2591/91, normas relevantes para el caso ya que eran estas las que admitían la 
acción de tutela contra providencias judiciales. 
 
Por otro lado se determinó que la Corte Constitucional dijo que los artículos 11 y 40 
del decreto establecían la caducidad para instaurar la acción en contra de providencias 
judiciales, lo que era contrario del Art. 86 de la Constitución, toda vez que establecía un 
término para ejercer el derecho de amparo mientras que Constitución establece que - se 
podrá ejercer en cualquier momento.  
 
Las causales de procedencia de la acción de tutela a medida que ha transitado la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, se han ido especializando y más que ello se han 
dado a conocer con mayor claridad, unas son las generales (Subsidiaridad, inmediatez y 
legitimación) ampliadas para las vías de hecho [(i) Que el asunto sea de relevancia 
constitucional; (ii) Que se hayan agotado los medios ordinarios y extraordinarios de 
defensa judicial al alcance del afectado; (iii) Que se cumpla con el requisito de 
inmediatez; (iv) Que la irregularidad procesal tenga un efecto directo y determinante 
sobre la decisión atacada; (v) Que el actor identifique los hechos generadores de la 
vulneración y que; (vi) De ser posible, los hubiere alegado en el proceso judicial en las 
oportunidades debidas; (vii) Que no se trate de tutela contra tutela]. 
 




De otra parte se encuentran las causales especiales de procedibilidad, clasificadas 
en: (i) Defecto orgánico, (ii) Defecto procedimental absoluto, (iii) Defecto fáctico, (iv) 
Error inducido, (v) Decisión sin motivación, (vi) Defecto material o sustantivo; (vii) 
Desconocimiento del precedente; y, por último, (viii) violación directa de la Carta. 
 
La procedencia de las acciones de tutela en contra de decisiones ejecutorias depende 
en gran medida de que la parte interesada se halla preocupado por llevar un proceso 
juicioso con un actuar diligencia, en el que se agoten los recursos disponibles en el 
ordenamiento adjetivo procesal, de allí que aunque se pretenda por muchos la utilización 
de este medio constitucional como una tercera instancia dentro de los procesos, su nivel 
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